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PRÓLOGO


El derecho humano a la libertad religiosa es la piedra miliar de los derechos humanos, donde está esculpida la vocación del hombre a bienes absolutos. Es un derecho de carácter complejo y multidimensional, como complejo y multidimensional es el ser humano. Su primera función es proteger la libertad de la persona en la opción que está llamada a hacer y que va a comprometer el resto de su itinerario existencial: su opción frente a la trascendencia.

En su núcleo más fundamental, este derecho protege la libertad de conciencia en materia religiosa de cualquier coacción de la índole que sea. Ello porque la conciencia es inmanente a la dignidad humana y por tanto es indisponible.

Sin embargo, una pesada tradición de laicismo anticlerical y aun antirreligioso, en la que no han faltado episodios de franca persecución religiosa, ha constituido un serio obstáculo en nuestra patria para implantar un régimen constitucional de pleno reconocimiento al derecho humano de libertad religiosa. Debe convenirse, empero, que en los últimos lustros ha habido un apreciable avance en su regulación constitucional, al mismo tiempo que se han dado retrocesos.

En esta línea temática es la que con su reconocida competencia va a transitar la investigación del doctor Javier Saldaña Serrano cristalizada en su libro El derecho fundamental de libertad religiosa en el México de hoy, que por una generosa e inmerecida distinción del autor —que mucho le agradezco— me honro en prologar.

De los seis densos capítulos que integran el libro, el cual ha sido precedido por otros enjundiosos estudios del aún joven jurista —libros, ensayos, artículos—, sólo me aventuraré a espigar algunos puntos que me parecieron especialmente relevantes, sin que deje de serlo la obra integralmente considerada.

Atinadamente empieza por desenvolver el contenido plurifacético del derecho humano a la libertad religiosa y configurar su marco conceptual para abordar el estudio de todas las cuestiones conexas o derivadas de él.

Con gran precisión, el autor explica que es un derecho inherente a la dignidad de la persona humana, a su estatuto ontológico, es decir, se funda en la propia naturaleza humana, de ahí que está protegida por una inmunidad de coacción que impide que nadie sea obligado “a actuar de forma distinta a como lo determina su religión o impidiéndole que actúe conforme a ella, en privado y en público, solo o asociado con otros, dentro de los límites debidos”.

Bajo estas premisas el doctor Saldaña formula —advirtiendo que lo hace desde una perspectiva estrictamente jurídica— su propia definición del derecho a la libertad religiosa, diciendo que “es un derecho originario y primario que el hombre posee por naturaleza y que tiene por objeto la relación del hombre con Dios a través de la cual le rinde culto mediante manifestaciones externas que, sin sobrepasar los límites exigidos por el propio derecho para su correcto ejercicio, le permiten cumplir con una de sus inclinaciones naturales más importantes y que el Estado no puede coaccionar”.

El contenido u objeto del derecho sería, entonces, la afirmación de una autonomía, de una libertad, de una independencia del hombre en su vida religiosa; y negativamente es la exclusión de toda coacción, física, moral o psicológica, que puede atentar contra esa autonomía. En varios segmentos de su libro el autor insiste y desarrolla el punto clave de la inmunidad de la conciencia.

De lo expuesto arriba por el doctor Saldaña, se sigue a mi entender que si la libertad religiosa es un derecho humano fundado en la dignidad de la persona, por los mismos títulos le corresponde tanto al creyente que al que no lo es; al que profesa una religión como al que no profesa ninguna. Y es necesario dejar bien sentado, por otro lado, que al tratarse de un derecho estricto no puede reducirse a una simple tolerancia. Es decir, la persona que hace una opción religiosa —ya sea de carácter positivo (creyentes) o de carácter negativo (agnósticos, ateos)— está ejerciendo a plenitud su derecho a decidir en materia religiosa sin la menor compulsión a su conciencia.

Lo anterior no significa que éste derecho incurra en el relativismo moral ni exima al hombre de su obligación moral inexcusable de buscar la verdad y, en su caso, la verdad religiosa, sino simplemente que, por una parte, la verdad no puede imponerse por medios coactivos, pues la verdad no se impone de otra manera, sino por la fuerza de la misma verdad, que penetra suave y fuertemente en la conciencia y en la razón; y por otra parte —como lo señala Efraín González Morfín— porque la verdad y el error no son sujetos de derecho, el derecho es siempre relaciones intersubjetivas; el derecho tiene siempre como sujeto a la persona. Lo mismo la persona que está en la verdad que quien no lo está.

Otra de las cuestiones de mayor importancia a las que dedica su atención Javier Saldaña —y que sin duda incorpora una valiosa aportación al todavía precario estudio de este campo en nuestro país— es la relativa a la distinción conceptual de la libertad religiosa como derecho y como principio. Explica con meridiana claridad —inspirándose en la doctrina sustentada por distinguidos eclesiasticistas españoles (Ibán, Prieto Sanchís, Ferrer, Viladrich)— que la libertad religiosa, además de ser un derecho humano es también un principio de organización social y configuración política porque contiene una idea o definición del Estado. Así resume Saldaña sus ideas: “El derecho de libertad religiosa pertenece a toda persona y le corresponde a ésta por ser exigencia misma de su propia naturaleza, en cambio, el principio de libertad religiosa alude siempre a un criterio de configuración estatal por el que el Estado se relaciona con lo religioso”.

Una vez que ha establecido firmemente el encuadre teórico de la libertad religiosa en su doble vertiente de derecho humano y principio informador del Estado, el autor incursiona en la controversial y compleja problemática de las relaciones entre la Iglesia y el Estado en México.

Como la etapa de tres siglos del virreinato novo-hispano forma parte inescindible de la historia de lo que después se llamaría México, Saldaña recopila, sintetiza y comenta brevemente los principales instrumentos jurídico-políticos que forman las coordenadas referenciales de esas relaciones entre la Monarquía y la Iglesia. Y lo mismo hace respecto de los documentos constitucionales del siglo XIX atenientes a la cuestión religiosa.

Con agudeza analítica se ocupa más adelante del estudio de la aún vigente Constitución de 1917 y al puntual examen de los preceptos concernientes a la materia religiosa, que se encontraban en su texto primigenio, así como de las reformas que en esa misma materia han tenido lugar en su ya más que centenaria vida, especialmente la de 1992, que es la de mayor calado, sin excluir algunos aspectos de señalada importancia de la legislación reglamentaria.

Sobre esta reforma mencionada en el párrafo precedente, el autor lleva a cabo una rigurosa indagación que culmina con un profundo y metódico análisis de los artículos 3, 5, 24, 27 y 130. Mediante dicha reforma se creó un nuevo marco normativo constitucional de la materia religiosa, que ciertamente representó un significativo avance en la protección de ese derecho fundamental, pero de ninguna manera su reconocimiento pleno, pues, como lo explica Saldaña Serrano, la reforma adolece de diversas insuficiencias y restricciones que no se concilian con las exigencias de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, y que sin especiosas razones nuestro país tiene la ineludible obligación internacional de reconocer y garantizar a plenitud.

Para completar su investigación integral del estatuto jurídico del derecho fundamental de libertad religiosa en nuestra normatividad constitucional y ordinaria, el doctor Saldaña realiza un amplio y sistemático estudio de las últimas reformas constitucionales de hace un poco más de un lustro, referidas a los artículos 24 y 40. Con sólida argumentación formula su crítica a ambas enmiendas.

Respecto a la reforma del artículo 24 que incisivamente explora, advierte que se llevó a cabo con un “espíritu reduccionista”, pues, añade, “si se observa con detenimiento se podrá notar que el ejercicio de la libertad religiosa es reducido a sólo una de sus manifestaciones: las expresiones de culto”. Es decir, un derecho que se caracteriza por sus diversas dimensiones, sólo se le reduce a una, la de culto, que ya existía reconocida antes de su modificación. De manera indisputable demuestra que dicha reforma no se ajusta a los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos —que forman parte del bloque de constitucionalidad— antes bien, los vulnera, y despoja a los ciudadanos y a las comunidades religiosas de aspectos fundamentales del aludido derecho.

Así mismo, el autor exhibe la patente e inadmisible omisión del órgano revisor de la constitución, autor de la referida reforma, respecto de las exigencias prescriptivas del artículo 1o. de la carta magna —que representa un nuevo paradigma sobre el tema— que obliga — primerísimamente a dicho órgano constitucional— a interpretar las normas relativas a los derechos humanos de conformidad con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Es decir, se trata del principio hermenéutico pro persona, que omitió aplicar el legislador de forma absolutamente injustificable en la reforma del artículo 24, e igualmente, inter alia, violó flagrantemente la obligación imperativa de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Transgresiones que deben ser reparadas por las autoridades judiciales en sus respectivos campos de competencia, relevantemente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante el control de las omisiones inconstitucionales e inconvencionales, cuando menos en lo que atañe a la interpretación y aplicación del referido precepto.

De aquí que Javier Saldaña concluya con contundencia en el sentido de que “la reforma constitucional al artículo 24 es fuertemente restrictiva, limitativa y discriminatoria”.

Por cuanto a la reforma del artículo 40, que sólo introdujo la palabra “laica” a nuestra forma de gobierno, el autor discurre con pertinencia en torno a la problemática de carácter semántico de los términos laicismo, laicidad, laico y formula al respecto un preciso deslinde conceptual sobre ellos, y también respecto a la intelección del Estado laico, que se entiende de diversas maneras, en las que incluye —sin intención irónica— “un laicismo a la mexicana”.

Su amplio conocimiento de la nutrida literatura sobre los temas mencionados en el párrafo precedente, le permite a Saldaña sostener que “existe una enorme disparidad de argumentos para identificar a un Estado como laico”, lo cual comprueba —agrega el autor— “que se está ante una doctrina sin unidad interna, sin rasgos propios que la identifiquen como tal, y en consecuencia, cada quien puede ofrecer su particular concepción sobre lo que considera es un Estado laico, lo que hace prácticamente irreconocible algún núcleo esencial que lo identifique”. Con su penetrante análisis pone en evidencia que con su equivocidad argumentativa los exponentes del laicismo “se inmunizan a toda crítica, manteniendo así su carácter ideológico”.

Cierra Saldaña su investigación sobre la reforma del art. 40, con este contundente y certero juicio: “una inclusión (de la palabra laica) innecesaria, reiterativa y superficial, que sólo se entiende desde la imposición de una ideología decimonónica, regresiva y persecutoria”, que paradójicamente empata con el del entonces diputado Pablo Gómez: “la reforma del artículo 40 fue una reforma arbitraria, insensible y absurda”.

Cabe resaltar, por otro lado, el gran mérito que reviste el examen sapiente y ponderado, de nueve relevantes resoluciones judiciales que atañen a la libertad religiosa, muy escasas aún en nuestra órbita jurisdiccional, y hasta donde sé es la primera vez que se aborda en nuestro aún poco cultivado eclesiasticismo mexicano.

Llegado a este punto, cuánto más quisiera hacer referencia, aunque fuera de forma enunciativa, de tantas otras cuestiones de particular interés que se tratan en la obra, pero ya la extensión del prólogo sobrepasa con mucho la medida de lo razonable.

Antes de concluir, quisiera reiterar mi profunda gratitud al doctor Javier Saldaña Serrano —mi muy estimado colega y noble amigo— por haberme conferido el inmerecido honor de escribir el prólogo de su libro, de cuya lectura he salido enriquecido. En verdad se trata de un trabajo que se acredita como el fruto maduro de incansables años de estudio del joven y brillante investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, que le ha permitido adquirir un bien ganado prestigio académico ad intra y ad extra de esa insigne institución.

Sin hipérbole se puede considerar que el libro que tiene en sus manos el lector, no sólo constituye una aportación valiosa al derecho eclesiástico del Estado Mexicano, sino un verdadero compendio de esa disciplina jurídica, que merece el mayor encomio.

Por último, debo expresar también, sin ofender la modestia de Javier Saldaña, que más allá de sus cualidades intelectuales, lo distingue su calidad humana, su integridad moral, su congruencia de vida y su firmeza y vigor para defender las teorías, conceptos principios y valores que profesa, pero siempre con apertura de espíritu y respeto a quienes piensan diferente.

Raúl GONZÁLEZ SCHMAL



INTRODUCCIÓN


Uno de los temas que más me han apasionado a lo largo de mi vida académica ha sido, sin duda, el de la libertad religiosa. Derecho fundamental que apenas conocía en los primeros años de mi formación intelectual, y que desconocía practicamente todo en el caso de México; era un derecho que incluso su estudio tendía a ser minimizado, cuando no abiertamente acallado por la enseñanza oficial. Sin embargo, este déficit fue subsanándose en la medida en que fui elaborando mi tesis de doctorado en el extranjero. Al estar redactándola tuve sentimientos encontrados: por una parte, descubrir en forma fascinante un derecho tan significativo para los derechos humanos como el de libertad religiosa; por la otra, un cierto desconsuelo y tristeza al darme cuanta de la oprobiosa realidad con la que tal derecho era tratado en la legislación nacional.

En 1992 se hicieron cambios sustanciales a la constitución mexicana en materia de libertad religiosa que albergaron la esperanza de poner a tono con el ámbito internacional de los derechos humanos tan significativo derecho. El balance general no fue del todo decepcionante, pero se quedó corto respecto a las expectativas que se habían formado. En resumen, se podría decir que con estas reformas “algo” se avanzó, pero se perdió, sin duda, una gran oportunidad de actualizar el régimen jurídico de la libertad religiosa en México. ¿Por qué se dejó esfumar esta oportunidad? La respuesta es muy simple, fue el espíritu anticlerical y jacobino que caracteriza al pensamiento político y jurídico de este país lo que impidió poner al día tal derecho.

La esperanza volvió a renacer veinte años después —esta vez menos optimista que la anterior, y con justificada razón como terminó comprobándose después— es decir, en 2012, cuando llegaron las modificaciones a los artículos 24 y 40 de la constitución. Sin embargo, la misma desesperanza y frustración volvió a presentarse, esta vez no por esperar un cambio radical de tales modificaciones (en rigor sólo se trataba de dos artículos constitucionales, no todo el conjunto de preceptos relativos a la libertad religiosa) sino por comprobar que cada vez que se toca el tema de la libertad religiosa en la constitución, el reiterado espíritu anticlerical y jacobino mexicano (que al parecer nunca se irá) aparece. No hace falta sino consultar el diario de debates de las iniciativas referidas para confirmar lo señalado.

La conclusión final de todo este avatar no puede ser positiva. En México se siguen violando derechos humanos, y uno de los más significativos es precisamente el de libertad religiosa. Por eso he creído conveniente hacer un alto en el camino y presentar un conjunto de trabajos que reflejan mi opinión sobre el actual panorama de esta libertad en México. Mi intención es muy clara, evidenciar que mientras persista ese espíritu jacobino y anticlerical propio del siglo XIX, poco se podrá hacer por el respeto y observancia plena de la libertad religiosa en México. Muchas veces he estado tentado a decir (faltando a la sentencias de Von Ihering de luchar por el derecho), que tal y como están las cosas, lo mejor sería no volver a tocar el tema religioso en la constitución, no vaya a ser que resulte algo peor de lo que ya está.

Para ir superando dicho obstáculo es necesario tener claros algunos conceptos e ideas que hoy parecen básicas y que desde la ciencia del derecho eclesiástico se habían explicado desde siempre. Distinciones tan elementales como “derecho de libertad religiosa” y “principio de libertad religiosa”; “igualdad e igualitarismo religioso”, “laicidad” y “laicismo”, etcétera, son objeto de reflexión en el capítulo primero, en éste defiendo que si se conoce bien la distinción entre derecho y principio de libertad religiosa se podrá entender cabalmente las tres características que identifican al principio organizativo del Estado, a saber: inmunidad de coacción, no concurrencia en el acto de fe y promoción del fenómeno religioso.

El capítulo segundo presenta el pernicioso escenario que mantiene el derecho de libertad religiosa después de las reformas constitucionales de 1992. En él trato de mostrar cómo dichas modificaciones hicieron avanzar muy lentamente el respeto por este derecho pero no lograron ni siquiera acercarse al significativo avance que éste tiene en el ámbito internacional de los derechos humanos. Me refiero específicamente a estar en sintonía con el contenido de los principales documentos internacionales protectores de derechos humanos.

La segunda parte de este capítulo lo dedico a realizar un análisis detallado de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y de su Reglamento, específicamente temas como la personalidad jurídica de las Iglesias y grupos religiosos; también abordo el asunto de los derechos y obligaciones de las asociaciones religiosas; igualmente el régimen patrimonial de dichas asociaciones, así como la regulación jurídica de los ministros de culto en el sistema jurídico mexicano. Todo esto para mostrar cómo la legislación secundaria, si bien tiene aspectos positivos, aún mantiene un fuerte espíritu restrictivo en muchos de los anteriores renglones.

El capítulo tercero está dedicado casi en su totalidad a realizar un riguroso examen jurídico de una de las reformas realizadas en 2012, me refiero al artículo 24 de la constitución. En éste destaco las inconsistencias legislativas, errores jurídicos e invenciones de derechos que el legislador mexicano realizó, y que no trajeron sino dudas y restricciones al derecho de libertad religiosa. Mi opinión sobre este artículo la adelanto desde ya: estoy convencido que haber incluido un supuesto derecho como es el de «convicciones éticas» no tuvo otro motivo que justificar cualquier ideología —el laicismo, por ejemplo— y equipararlo a la libertad religiosa o de conciencia. En el fondo, de lo que se trató fue de justificar desde la constitución a grupos que en aras de defender una supuesta mayor libertad, terminaron imponiendo su ideología y restringiendo los derechos de otros. Al tiempo se verá...

El capítulo cuarto es una continuación del anterior y tiene por objeto referirme a la inclusión de la expresión «laica» en el artículo 40 de la constitución. ¿Hay acaso entre quienes defiende el Estado laico un significado común de esta expresión, o cada cual puede ofrecer su particular acepción como forma de inmunizarse de toda crítica? ¿los defensores del estado laico están preocupados realmente por el respeto de la libertad religiosa, o con sus posicionamientos pretenden limitar la presencia de la Iglesia —principalmente la católica— en la sociedad y en el debate público? ¿imponer sin un ejercicio deliberativo el criterio laico de la República —con la particular idea de laicidad que siempre ha existido en México— respeta efectivamente derechos humanos? ¿la ideología laicista —introducida ahora en la constitución— respetaría el federalismo mexicano, o dicha adición no es sino la muestra más clara del colonialismo laicista que se impuso a todo el país? Como se puede apreciar, estas preguntas son esenciales, y me temo que no han sido lo suficientemente meditadas, más aún, creo que desde lo que actualmente señala el artículo 40, estas preguntas ya están respondidas, consistiendo este capítulo en evidenciarlas más.

Ante el secuestro del Poder Legislativo por la ideología laicista y la preocupación social por el respeto de la libertad religiosa en el sistema jurídico mexicano, me di a la tarea de investigar si acaso el Poder Judicial podía alzar la voz en favor de este derecho y servir de contrapeso a las iniciativas legislativas (que no representa el espíritu religioso de la sociedad mexicana) y a la referida ideología laicista. Lamentablemente y salvo honrosas excepciones, el Poder Judicial mantiene los mismo problemas que tiene el Poder Legislativo, a saber: aún hay una fuerte ideología decimonónica en éste que impide un verdadero respeto del derecho de libertad religiosa. Casos como Yurécuaro, Zimapán o MALOVA, son la mejor muestra de lo que acabo de señalar, aunque hay otros más como los de Aguascalientes, Terrenate en Tlaxcala o el caso Coahuila, que intentan ir en sentido contrario.

Lo anterior me lleva a formular el siguiente juicio: que mientras los poderes judiciales tenuemente van teniendo una conciencia más clara de los documentos internacionales de derechos humanos, más y mejor van respetando estos derechos, particularmente el derecho de libertad religiosa. Esto me lleva a pensar que estos poderes están atravesando por dos grandes momentos. El primero de ellos fue el anterior a la reforma constitucional de 10 de junio de 2011 en materia de derechos humanos (Yurécuaro, Zimapán y MALOVA son anteriores a esta fecha), el segundo es precisamente después de la reforma. A partir de aquí se va percibiendo una nueva cultura en la protección de esos derechos, motivada, principalmente, por la fuerte influencia que los autenticos documentos internacionales van ejerciendo en los diferentes estados signatarios. Fue precisamente este segundo momento en el que se dictaron el resto de los casos señalados. Esto alberga entonces una nueva esperanza, la de suponer que las nuevas generaciones de jueces nacionales, imbuidos ya de una cultura de los derechos humanos, puedan realmente proteger en su justa dimensión el derecho de libertad religiosa. Todo esto es el contenido del capítulo cinco titulado “Los tribunales mexicanos ante la libertad religiosa”.

El capítulo seis lo presento como un gran resumen de todo lo señalado hasta aquí. Titulado “Veinticinco años de laicismo mexicano (1992-2017)”, esta parte del libro contiene los principales temas que se pueden destacar en éstas más de dos décadas en materia de libertad religiosa en México. Asuntos como las reformas de 1992; los avances y retrocesos que representaron las modificaciones a los artículos 24 y 40; el papel de los poderes judiciales cuando tienen que juzgar asuntos que involucran la libertad religiosa de las personas, o la exclusión que sistemáticamente viene sufriendo la Iglesia —principalmente católica—, son objeto de la exposición.

Llegados a este punto no me resta mas que hacer un público agradecimiento a dos personas. La primera es a don Raúl González Schmal, uno de los pilares del derecho eclesiástico mexicano, quien con la generosidad que siempre lo ha caracterizado aceptó de buen gusto y con gran disposición escribir el prólogo a este libro. Para mí es un honor que el más grande eclesiasticista de este país haya escrito el prólogo. Pocos juristas con mentes tan privilegiadas y potentes como las de don Raúl quedan en este país. Vaya entonces mi mayor reconocimiento a su fructifica labor intelectual. Gracias maestro, por todo lo que nos ha enseñado.

La segunda persona a quien quiero agradecer es a mi ayudante de investigación Adriana Macedo Pérez, quien con su juvenil entusiasmo y siempre buen tino jurídico hizo comentarios valiosos y constructivos a cada uno de los capítulos cuando, infatigablemente, los revisó una y otra vez.

Javier SALDAÑA SERRANO
Buenos Aires, invierno de 2019



CAPÍTULO PRIMERO



DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA Y PRINCIPIO
DE LIBERTAD RELIGIOSA.
BASES TEÓRICAS PARA UN DERECHO
ECLESIÁSTICO MEXICANO*



I. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN


Algunas de las afirmaciones que más polémica provocaron en la sociedad mexicana fueron pronunciadas por quien fuera entonces Arzobispo primado de México, cardenal, Norberto Rivera Carrera en su homilía del 20 de octubre de 1996. En la parte central se señalaba lo siguiente:

...la autoridad civil tiene como límites todo aquello que va contra los ciudadanos, porque el poder del gobernante no tiene más función que el servicio efectivo al pueblo que lo eligió o aceptó. Cuando la autoridad se sale del marco legal desde donde puede y debe gobernar, no hay obligación de tributarle obediencia y si se opone abiertamente a los derechos humanos fundamentales entonces hay que negarle la obediencia.1

Estas afirmaciones y otras hechas en el mismo sentido2 hicieron reaparecer la vieja discusión acerca del siempre espinoso problema de las relaciones entre la Iglesia y el Estado en México que, con las reformas hechas a la Constitución en 1992,3 habían pretendido superarse. Estas mismas abrían nuevamente la discusión nacional acerca del añejo problema religioso que en nuestra legislación no había sido tratado desde 1917. Sin embargo, la fuerza de la evidencia se ha encargado de presentar una realidad completamente distinta a dicha pretensión. Esta realidad es aún hoy conflictiva; nos muestra igualmente cómo esta cuestión dista mucho de haber sido zanjada, y nos hace ver con toda claridad cómo, a veintisiete años de las modificaciones constitucionales, de nuevo vuelve el asunto religioso a estar en el centro del debate jurídico y, por supuesto, del político.

Ante esta aguda problemática, la pregunta obligada para cualquier estudioso del derecho sería la siguiente: ¿qué significa realmente la libertad religiosa objeto de la cuestión planteada? Tratando de precisar aún más ¿cuál es el alcance que dicha libertad tiene en el derecho? ¿cuáles son sus exactas dimensiones? y, sobre todo, ¿cuáles son los instrumentos técnico—jurídicos con los que el Estado cuenta o ha de asumir en su relación con el fenómeno religioso, para ser efectivamente considerado un Estado de derecho?

A estas preguntas intentaremos dar alguna respuesta considerando los argumentos subsecuentes. Nos proponemos ofrecer una visión general —y ésta es la primera idea básica que quisiéramos tratar— acerca de la distinción que existe entre el derecho de libertad religiosa como derecho fundamental y el principio de libertad religiosa como principio informador del Estado. Según creemos, es necesario precisar muy bien lo que por una parte es el derecho de libertad religiosa como derecho humano o derecho fundamental de la persona humana, y por otra, el principio de libertad religiosa como principio organizativo del Estado. En dicha distinción está la clave para comprender las bases teóricas para organizar el hecho religioso en un Estado democrático y de derecho como el que México se propone.


II. LIBERTAD RELIGIOSA COMO DERECHO HUMANO



1. Distinción con el principio


La primera idea de la que debemos partir es, como se ha señalado,4 la distinción que existe entre el derecho de libertad religiosa y el principio del mismo nombre. No podemos confundir la libertad religiosa entendida como derecho humano y como principio social de configuración cívica. El derecho de libertad religiosa pertenece a toda persona y le corresponde a ésta por ser exigencia misma de su propia naturaleza. En cambio, el principio de libertad religiosa alude siempre a un criterio de configuración estatal por el que el Estado se relaciona con lo religioso (en general).

Si bien es cierta esta distinción, y así ha sido reconocido por la doctrina,5 habría que aclarar también que el principio configurador del Estado llamado “libertad religiosa” depende en su fundamento y significado del derecho de libertad religiosa. Este último se hace radicar en la persona y, por tanto, el mismo principio se hace depender de ésta. Como señala Viladrich “la correlación persona-Estado está, por tanto, en la base de la distinción entre derecho y principio de libertad religiosa”.6

Esta distinción que en el derecho eclesiástico de otros países —principalmente europeos— se entiende con toda claridad y constituye incluso una materia dentro de sus planes de estudio en las facultades de derecho, en la legislación mexicana aún no se comprende del todo. Más aún, no creo que exista una diferenciación teórica lo suficientemente precisa entre lo que debe entenderse como derecho fundamental de libertad religiosa y principio informador del Estado mexicano. Paso ahora a detallar esta explicación.


2. ¿Existe una definición del derecho de libertad religiosa en la Constitución mexicana?


Para los efectos de este trabajo, sólo transcribiremos la parte conducente del actual artículo 24 de la Constitución mexicana:

Toda persona tiene derecho a la libertad de convicciones éticas, de conciencia y de religión, y a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado. Esta libertad incluye el derecho de participar, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, en las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley. Nadie podrá utilizar los actos públicos de expresión de esta libertad con fines políticos, de proselitismo o de propaganda política.

El Congreso no puede dictar leyes que establezcan o prohiban religión alguna. Los actos religiosos de culto público se celebrarán ordinariamente en los templos. Los que extraordinariamente se celebren fuera de éstos se sujetarán a la ley reglamentaria.7

El precepto constitucional reconoce lo que en el campo de los derechos humanos se identifica como derecho de libertad religiosa.8 Antes, los artículos 3o. y 5o. constitucionales lo habían ya anunciado, y, más adelante, el 130 volverá a insistir sobre el mismo, precisando el alcance de dicho derecho. Sin embargo y a pesar de todo esto, es claro que el artículo 24 se limita simplemente a permitir (Toda persona tiene derecho a la libertad de convicciones éticas, de conciencia y de religión, y a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado) y a prohibir (el Congreso no puede), pero no define este derecho. Esto mismo sucede con el resto de preceptos constitucionales que igualmente no lo definen. Lo que llama también la atención es que la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, que en principio tendría que conceptualizarlo o por lo menos señalar en qué consiste tal derecho tampoco lo hace.

Esta situación representa un especial problema a la hora de regular el derecho ya que mientras no se parta de una noción acerca de lo que es el derecho de libertad religiosa, o por lo menos de tener una idea general de ésta, se correrá el riesgo de regularlo incorrectamente.

Según creemos, para comprender lo que significa el derecho de libertad religiosa hemos de partir de la existencia, al menos, de dos sentidos distintos desde los que puede concebirse: uno de carácter teológico9 y otro estrictamente jurídico. El sentido que a nosotros nos interesa, obvio, es el segundo.


3. Sentido jurídico de la libertad religiosa



A. La relación con Dios


El estudio y análisis de cualquier derecho humano —en este caso el de libertad religiosa— debemos hacerlo partiendo de que éste es un derecho inherente a la dignidad de la persona humana (a su estatuto ontológico); es decir, se funda en la naturaleza humana. De aceptar lo anterior, como comúnmente se hace (véase la gran mayoría de documentos internacionales protectores de derechos humanos y la bibliografía escrita al respecto), tenemos que afirmar que la persona es dueña de sí, poseedora de unos derechos que le corresponden en virtud de su propia naturaleza y de la que derivan estos. Entre estos derechos se encuentra el de libertad religiosa. Éste, como derecho natural, es propio de todo hombre y tiene como bien debido u objeto del derecho la relación que el hombre establece con Dios. De modo que lo “amparado por la libertad religiosa es radicalmente la religión, esto es, la relación o comunión del hombre con la Divinidad”.10 En este sentido, el dato primigenio y caracterizador de la libertad religiosa es aquella vinculación que el hombre establece con la divinidad como un acto natural (religión), por el que se reconoce personal y subjetivamente dicha religación exteriorizada a través de palabras, gestos, ritos, hechos, trabajos, etcétera, que no hacen sino confirmar ese reconocimiento interior.11

Tal y como señala Hervada, esta vinculación reconocida en el derecho de libertad religiosa es el dato que recoge este derecho y es, además, el que nos permite distinguirla de otros derechos con los que guarda especial semejanza y con los que generalmente se confunde, como es el caso del derecho de libertad de pensamiento y el de conciencia.12 Así, la libertad de pensamiento tiene por objeto las creencias, convicciones, opiniones, no religiosas. Su rasgo típico es la actividad intelectual en busca de la verdad o en la adopción de opiniones en el campo filosófico, cultural, científico, político, artístico, lúdico, etcétera.13 Por su parte, la libertad de conciencia protege la actuación en conciencia que “consiste en la doble libertad de obrar según los dictados de la conciencia y en no verse obligado o compelido a obrar contra conciencia”,14 entendida la conciencia como el dictamen o juicio de la razón práctica de la persona acerca de la moralidad de una acción que va a realizar, está realizando o ha realizado.15 Según lo dicho, con ninguno de los dos derechos puede confundirse el de libertad religiosa.


B. La inmunidad de coacción


De la vinculación que el hombre establece con la divinidad y que es el bien debido a la persona como dato primario del derecho podemos desprender el segundo elemento que caracteriza el sentido jurídico de la libertad religiosa: la inmunidad de coacción. Sólo si se considera que al hombre le es debida, como cosa justa, la relación con Dios o la divinidad, puede exigirse una inmunidad de coacción en el campo del derecho civil. Dicha inmunidad se traduce en la imposibilidad de que otras personas particulares, grupos sociales o en general cualquier otra potestad humana puedan interferir en el terreno religioso, obligándola a actuar de forma distinta a como lo determina su religión o impidiéndole que actúe conforme a ella, en privado y en público, solo o asociado con otros, dentro de los límites debidos. Así, el poder público no podrá coaccionar a nadie en el terreno religioso, ni menoscabar su libertad de tener o mantener una religión para sí. En este sentido, señala el artículo 2.1 de la Declaración sobre la Eliminación de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones:16 “Nadie será objeto de discriminación por motivos de religión o convicciones por parte de ningún Estado, institución, grupo de personas o particulares”. Y el 2.2 señala en qué consiste la discriminación: “A los efectos de la presente Declaración, se entiende por intolerancia o discriminación basadas en la religión o las convicciones, toda distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convicciones y cuyo fin o efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce o el ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las libertades fundamentales”.17

Vale, antes de dar la definición del derecho de libertad religiosa, establecer que éste, como todo derecho, no es absoluto ni ilimitado. Encuentra unos límites (sin que estos sean los únicos), entre otros en la moral, el orden público y los derechos y libertades de los demás.


4. Definición jurídica del derecho de libertad religiosa


Con lo dicho hasta hora, podemos, en un primer acercamiento reconstructivo, dar una definición de lo que es la libertad religiosa desde una perspectiva estrictamente jurídica. Para nosotros, el derecho de libertad religiosa “es un derecho originario y primario que el hombre posee por naturaleza y que tiene por objeto la relación del hombre con Dios a través de la cual le rinde culto mediante manifestaciones externas que, sin sobrepasar los límites exigidos por el propio derecho para su correcto ejercicio, le permiten cumplir con una de sus inclinaciones naturales más importantes y que el Estado no pude coaccionar”.

Creemos que la definición anterior reúne aquellos elementos que consideramos deben contener la explicación del derecho y que en la legislación nacional no se encuentran. Ante todo, lo ha señalado Hervada, la libertad religiosa es una relación con Dios. No es un juicio moral, ni tampoco un conjunto de ideas sobre Dios o sobre la religión; es una vinculación directa entre el hombre y la divinidad que tiene, porque así lo exige la misma religión, una serie de manifestaciones prácticas que repercuten en la vida de la sociedad y que no pueden exceder la naturaleza propia del derecho en perjuicio de él y del orden público. Así, el papel que ha de jugar el poder público es el de una completa inmunidad de coacción.18


5. El caso de los ateos y los agnósticos


La definición que hemos dado es posible que presente ciertas dudas en el caso de aquellas personas que no reconocen la existencia de Dios, o que nieguen la posibilidad de su conocimiento, me refiero a los ateos y a los agnósticos. Desde esta concepción, válidamente es posible formularse la siguiente pregunta: ¿tienen derecho de libertad religiosa quienes no reconocen la existencia de un Dios o una divinidad, o de aquellos que niegan la posibilidad racional de conocer a Dios? Sí, nos parece que Hervada es bastante claro en este sentido al señalar que, cuando afirmamos que lo protegido por la libertad religiosa es la relación con Dios, no se pretende decir que sólo se proteja el acto positivo de adhesión a esa divinidad. Significa que todo hombre debe estar impedido a que ejerzan algún tipo de presión sobre él, tanto para relacionarse con la divinidad, como para no hacerlo.19 Éste es el sentido primigenio de los derechos de libertad, la imposibilidad de obligar a que alguien pueda o no creer en Dios. Como se ve, este sentido primario de la libertad religiosa implica un cierto poder de autodeterminación personal que imposibilita se le imponga a alguien la creencia o abstención de ello.

Las anteriores ideas parecen encontrar un reflejo práctico en los textos internacionales protectores de los derechos humanos firmados en la segunda mitad del siglo XX. Así, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 considera los derechos humanos —y en consecuencia la libertad religiosa— como derechos naturales. Éste es el término que emplea en el primero de sus preámbulos.20 La consideración iusnaturalista de los derechos queda reforzada aún más si regresamos al primero de sus considerandos y leemos la expresión “la dignificación de la persona humana”.21 La idea básica que preside la teoría de los derechos humanos en esta parte es precisamente que éstos tienen su origen y fundamento en el hombre mismo, no en una concesión de la sociedad y, por tanto, deben gozar de una inmunidad. “...Consecuente con esta idea básica, la Declaración Americana señala que los derechos humanos no tienen su origen en el derecho positivo, ni el hombre es titular de aquellos por su inserción en el grupo social, antes bien, tienen su fundamento en el mismo ser del hombre...”.22 Los artículos de esta Declaración Americana que reconocen el derecho de libertad religiosa son el 2o. y 3o.23

Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 reconoce igualmente la importancia de la dignidad de la persona en la protección de los derechos humanos y la inmunidad de coacción con la que se cuenta en el ejercicio de un derecho. Esto se desprende de su 5o. considerando, el cual textualmente señala: “que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres...”.24 Posteriormente, en su artículo 18 registra el derecho de libertad religiosa entendiéndola como una libertad autónoma, en la que ni los particulares ni tampoco el Estado puede interferir en su manifestación pública o privada.25

En términos parecidos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 reconoce que la libertad religiosa no puede ser impedida con ninguna medida coercitiva que pueda menoscabar esta libertad. En igual sentido, y dentro del ámbito regional latinoamericano, la Convención Americana de Derechos Humanos de 1969 o Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 12.2, admite esta misma idea.26

Por último, la Declaración sobre la Eliminación de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones reconoce, en su primer considerando, que “uno de los principios fundamentales de la Carta de las Naciones Unidas es el de la dignidad e igualdad propias de todo ser humano...”. Y el 1.1 determina que “nadie será objeto de coacción que pueda menoscabar su libertad de tener una religión o convicciones de su elección”.27

Como puede observarse, las notas características e identificatorias de los derechos de libertad —como es el caso del de libertad religiosa— son, por una parte, el reconocimiento de estos derechos como derechos prepositivos, pertenecientes a la naturaleza o dignidad de la persona; es decir, reconocidos en su propio estatuto ontológico, y, por otra parte, el reflejo jurídico de carácter externo de esta libertad traducido en la inmunidad de coacción o reconocimiento de ese cierto ámbito de autodeterminación que la caracteriza y que es imposible al Estado y cualquier otro interferir.


III. PRINCIPIO INFORMADOR DE LIBERTAD RELIGIOSA


El breve acercamiento que hemos hecho a la conceptualización del derecho de libertad religiosa nos da la pauta ahora para entrar en el análisis del segundo apartado que nos hemos propuesto en este trabajo: analizar la libertad religiosa como un principio informador que el Estado asume en su relación con el fenómeno o hecho religioso.

Hasta ahora hemos visto cómo la libertad religiosa ha sido analizada desde uno de los sujetos: el titular del derecho, por eso es un derecho fundamental. Sin embargo, esta misma libertad ha de ser considerada igualmente desde la perspectiva del Estado, es decir, desde el principal sujeto obligado. ¿Cómo ha de actuar el Estado ante este derecho?, ¿qué papel le corresponde asumir frente al derecho de libertad religiosa, en definitiva, frente al hecho religioso como hecho social? La respuesta que demos a estas interrogantes nos mete de lleno en el análisis de lo que significa la libertad religiosa como principio de configuración estatal en relación con el fenómeno religioso.


1. El hecho religioso


Una idea importante que debemos tener clara es que el principio de libertad religiosa es un principio asumido exclusivamente por el Estado. Éste lo hace suyo como medio jurídico a través del cual ha de reconocer y relacionarse con el hecho religioso establecido en sociedad. Este hecho (el hecho religioso), como otros acaecidos en la colectividad, ha de ser objeto de estudio y de consideración del derecho estatal; es decir, el hecho por el que el hombre natural y libremente establece una vinculación con la divinidad ha de encontrar un reflejo que exprese su exacta dimensión jurídica positiva.

Hay que añadir igualmente que el ámbito de la libertad religiosa abarca no solamente al individuo considerado de forma particular, sino también a los grupos o colectividades religiosas cuya existencia se deriva de la naturaleza esencialmente social de la religión y de la persona humana. A estos grupos la constitución mexicana les ha llamado, en mi opinión erróneamente, Asociaciones Religiosas. En cualquier caso, ambos (individuo y grupo) participan del hecho religioso. Esto podemos constatarlo de manera clara en cada una de las diferentes manifestaciones, de carácter individual y colectiva, que observamos en la sociedad mexicana, lo mismo en la educación, que en el otorgamiento de la personalidad jurídica de las iglesias, o en el régimen patrimonial de éstas, etcétera.


2. El hecho religioso en la Constitución mexicana


De este modo, cuando en la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos se dice que “todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte” (artículo 1o.), “garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias” (artículo 3o.), “El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la persona por cualquier causa” (artículo 5o.), antes bien, ser reconocida para que todo hombre sea libre en la profesión de la creencia religiosa que más le agrade, practicando las ceremonias, devociones o actos del culto que la propia religión establezca. Con lo anterior, se posibilita, entre otras cosas, que las asociaciones religiosas tengan capacidad para adquirir, poseer o administrar los bienes que sean indispensables para su objeto. “Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del artículo 130 y su ley reglamentaria tendrán capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, los bienes que sean indispensables para su objeto, con los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria” (artículo 27). Con todas estas referencias se está reconociendo la existencia de tal hecho religioso que viene a ser confirmado después con más precisión por otro precepto constitucional. Esto es el reflejo del principio histórico de la separación entre el Estado y la Iglesia que el artículo 130 constitucional reconoce, y a través del cual se faculta al Congreso de la Unión la exclusividad de legislar en materia religiosa, así como el otorgamiento de la personalidad jurídica para las Iglesias u otras agrupaciones (artículo 130 a), o para prohibir a las autoridades que intervengan en la vida interna de dichas asociaciones religiosas (artículo 130 b), igual que el ejercicio libre, para mexicanos o extranjeros, del ministerio de un culto (artículo 130 c), o de participar en la vida política del país a través del sufragio (artículo 130 d).
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